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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 742/2023-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

TESORERÍA MUNICIPAL DEL H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P.
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR

San Luis Potosí, S.L.P., veintiocho de mayo de dos mil veinticuatro.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo 742/2023-3 promovido por la **********contra actos de la Dirección de Ingresos de la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; y

R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con fecha diez de julio de dos mil veintitrés, compareció la **********, a través de su apoderado legal el Lic. **********demandando a la Dirección de Ingresos de la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, por la nulidad del siguiente acto: 
“la  Resolución definitiva de determinación de crédito fiscal, con número **********, de fecha **********, por un total de accesorios ********** incluyendo los de actualizaciones, recargos, multas y gastos de ejecución, por supuesta omisión en el pago del impuesto predial de los ejercicios fiscales 2019, 2020, 2021, 2022 y 2023, del inmueble identificado con clave catastral ********** propiedad de mi representada.” 
II.- Por auto de fecha veintidós de agosto de dos mil veintitrés, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera.
III.-Por proveído de fecha catorce de diciembre de dos mil veintitrés,  se le  tuvo a la autoridad demandada por no contestando la demanda instaurada en su contra, y en consecuencia, se le tiene por precluido su derecho correspondiente por lo tanto se tiene por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario, se fijó fecha y hora para la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
IV.-  Con fecha seis de febrero de dos mil veinticuatro, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, con la inasistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y se procedió al desahogo de la inspección ocular ofrecida por la actora; y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar: en etapa de alegatos; se dio cuenta de que no fueron formulados por las partes; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7°, 9°, fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí y 1°, 2°, 161, 174, 175, 176, y 177 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí;  y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.
La personalidad del representante legal de la persona moral actora, se tiene por acreditada conforme al segundo párrafo del numeral 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del Instrumento Notarial otorgado por la sociedad actora, protocolizado ante la fe del Notario Público número **********, con ejercicio en esta ciudad,  documental que obra en fojas 14 a la 27 del expediente en que se actúa; asimismo, acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo en consulta, con la copia del acto impugnado, visible en fojas de 28 de este sumario.

En cuanto a la autoridad demandada, se le  tuvo por no contestando la demanda instaurada en su contra, y en consecuencia, y por precluido su derecho correspondiente por lo tanto se tiene por contestando la demanda en sentido afirmativo.
Las documentales anteriormente referidas, adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
TERCERO.- La litis de la presente controversia, consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de la Determinación de crédito fiscal, con número **********, de fecha **********, emitido por  el Director de Ingresos de la Tesorería Municipal de H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; por el incumplimiento de las  obligaciones de pago del impuesto predial del inmueble identificado con clave catastral ********** propiedad de la actora, por la cantidad de **********
Acto administrativo que la parte actora exhibió el actor  conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, visible en  fojas 28 de este sumario. 
CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria procede a analizar si en el expediente en que se actúa, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, conforme a lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Octava Época, Registro: 221332, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia...”
En ese tenor, que advierte que las demandadas no comparecieron a jucio y por tanto se les tuvo por  no contestando la demanda instaurada en su contra, y en consecuencia, y por precluido su derecho correspondiente por lo tanto se tiene por contestando la demanda en sentido afirmativo.
De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 3 a la 12 de este sumario, argumentos que no se trascriben y por economía procesal se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia  de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- En ese orden de ideas, previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala estima necesario precisar, que a efecto de respetar el principio de completitud en la impartición de justicia, propio de la garantía consagrada en el artículo 17 Constitucional Federal, en el que se establece que siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales; aunado a que, al emitir la sentencia, es obligación de este Tribunal examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, debiéndose precisar, que el estudio de los conceptos de impugnación de la actora en su escrito de demanda, se estudiarán tomando en consideración para estudio preferente aquellos que otorguen mayor beneficio.

En ese orden de ideas, se procede al estudio del segundo concepto de impugnación de su escrito de demanda, que plantea la parte actora, que se examinan en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.
Concepto de impugnación que en la parte que interesa refiere: 

“SEGUNDO.- De la exención del impuesto municipal. Violación al  (…), del artículo 11 de la Constitución Política para el Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, durante los ejercicios fiscales 2019, 2020 y 2021, así como lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley Orgánica de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí, en los ejercicios fiscales 2022 y 2023, al determinar de manera errónea un crédito fiscal a cargo de mi representada sin respetar la exención (error en el derecho)  a dicho impuesto municipal…”
“…Es importante hacer notar que esta Ley, está vigente a partir del 25 de febrero de 2022, publicada en (…); sin que se excluya dicho beneficio fiscal a mi representada durante los ejercicios fiscales 2019, 2020 y 2021, debido a que en la otrora (sic) Ley reglamentaria del Artículo 11 de la Constitución (…) lo contenida en su artículo 8°, segundo párrafo, según se transcribe: (…).”
“…Así de la lectura de ambos dispositivos legales transcritos vigente en los ejercicios fiscales, 2019 al 2023, se advierte que fue voluntad del legislador  exentar a mi representada del pago de cualquier impuesto estatal y municipal, sin distinción, condición…”

Del estudio del concepto de impugnación citado, se determina que resulta fundado y suficiente, para determinar la ilegalidad e invalidez del acto impugnado.
Ello es así, toda vez que se advierte que la autoridad demandada, al emitir el acto administrativo que se controvierte, consistente en la Determinación de crédito fiscal, con número **********, de fecha **********, derivado de las  obligaciones de pago del impuesto predial de los ejercicios 2019 al 2023, respecto del inmueble identificado con clave catastral ********** propiedad de la actora, por la cantidad de **********fue omisa en atender  lo relativo a la normatividad aplicable al caso que nos ocupa, que establece que la Universidad estará exenta de impuestos del Estado o municipales, lo que es aplicable a los bienes de su actual patrimonio o los que adquiera en lo futuro, contenida en el artículo 11 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí,  y el numeral 21 de la Ley Orgánica de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí vigente, que abrogo el Decreto Legislativo número 53;  así como el artículo 8° de la abrogada Ley Reglamentaria del artículo 11 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Estado el veintidós de diciembre de mil novecientos cuarenta y nueve, como Decreto Legislativo número 53; circunstancias que se desprenden de la normatividad en cita que a la letra dice: 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí,
“Articulo 11.- La Universidad de San Luis Potosí es autónoma en todo lo que respecta a su régimen interior. Realizará sus fines de educar, investigar y difundir la cultura con base en la libertad de cátedra e investigación y en el libre examen y discusión de las ideas, de conformidad con lo establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en esta Constitución y en su ley orgánica. El Estado, en la medida de sus posibilidades presupuestales, la dotará con un subsidio anual. 
Ley Orgánica de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí vigente.
“Artículo 21. En la prestación de los servicios que constituyen sus finalidades, la Universidad estará exenta de impuestos del Estado o municipales, lo que es aplicable a los bienes de su actual patrimonio o los que adquiera en lo futuro, así como a los contratos que celebre, por su registro, o por cualquiera otro motivo, favoreciendo esta exención tanto a la Universidad como a los que con ella contrataren. 

Tampoco pagará impuesto alguno al Estado por las herencias, legados o donaciones con que fuere favorecida. 

T R A N S I T O R I O S 
“…SEGUNDO. A la entrada en vigor del presente Decreto, se abroga la Ley Reglamentaria del Artículo 11 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Estado el veintidós de diciembre de mil novecientos cuarenta y nueve, como Decreto Legislativo número 53.
Decreto Legislativo número 53

“Artículo 8°.- (…).”
“La Universidad por prestar un servicio público, estará exenta de toda clase de impuestos del Estado o municipales por los bienes de su actual patrimonio o los que adquiera en lo futuro, así como por los contratos que celebrare, por su registro, o por cualquiera otro motivo, favoreciendo esta exención tanto a la Universidad como a los que con ella contrataren. Tampoco pagara impuesto alguno al estado por las herencias, legados o donaciones con que fuere favorecida.”
De lo dispuesto por los artículos transcritos, se desprende, que la Universidad está exenta desde la publicación del Decreto Legislativo número 53, publicado en el Periódico Oficial del Estado  de fecha 10 de diciembre de 1949 a la fecha, del pago de impuestos del Estado o municipales, a los  bienes de su patrimonio.

Normatividades que no fueron atendidas por la autoridad demandada al emitir el acto controvertido, ya que aplico un impuesto señalando como contribuyente a la **********como propietario de un inmueble en el Padrón Catastral del Municipio de San Luis Potosí, por los ejercicios fiscales 2019, 2020, 2021, 2022 y 2023, y determino un crédito fiscal con número **********, de fecha **********; por el incumplimiento de las  obligaciones de pago del impuesto predial del inmueble identificado con clave catastral ********** por la cantidad de **********
Lo cual resulta ilegal, conforme a  la normatividad aplicable, al estar  exenta del pago de impuestos del Estado o municipales, a los  bienes de su patrimonio.

Bajo esta perspectiva, el acto impugnado vulnera en perjuicio del accionante los derechos humanos al debido proceso, seguridad jurídica, igualdad reconocidos en los artículos 11, de la Constitución Política  del Estado, e incumple con  los elementos y forma para la exigencia del acto establecidos en los artículos 21 de la Ley Orgánica de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí vigente, que abrogo el Decreto Legislativo número 53;  y 8° de la abrogada Ley Reglamentaria del artículo 11 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Estado el veintidós de diciembre de mil novecientos cuarenta y nueve, como Decreto Legislativo número 53, al haberse determinado en su perjuicio el pago de un impuesto a su patrimonio, cuando está en beneficio de una exención del pago de impuesto Estatales o Municipales en su patrimonio por disposición legal.
Conforme a lo anterior, debe sostenerse que resulta ilegal la Determinación de Crédito fiscal, con número **********, de fecha **********, emitido por  el Director de Ingresos de la Tesorería Municipal de H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; por el incumplimiento de las  obligaciones de pago del impuesto predial del inmueble de su propiedad, identificado con clave catastral ********** propiedad de la actora, por la cantidad de **********visible en  fojas 28 de este sumario, porque fue emitido en contravención a la normatividad que les es aplicable en beneficio de la hoy actora, establecida en el articulo 11 de la Constitución Política  del Estado, e incumple con  los elementos y forma para la exigencia del acto establecidos en los artículos 21 de la Ley Orgánica de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí vigente, que abrogo el Decreto Legislativo número 53;  y 8° de la abrogada Ley Reglamentaria del artículo 11 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Estado el veintidós de diciembre de mil novecientos cuarenta y nueve, como Decreto Legislativo número 53, antes  transcritos. 
Así las cosas, en la especie se actualizaron las causales de ilegalidad previstas en el artículo 250 fracción II y penúltimo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la ilegalidad del acto impugnado cuando se dicta en contravención a las disposiciones legales aplicables.


En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en los numerales 250 fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en: la Determinación de Crédito fiscal, con número **********, de fecha **********, emitido por  el Director de Ingresos de la Tesorería Municipal de H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; por el incumplimiento de las  obligaciones de pago del impuesto predial del inmueble de su propiedad, identificado con clave catastral ********** propiedad de la actora, por la cantidad de **********visible en  fojas 28 de este sumario, por las razones antes expuestas, y por consecuencia la NULIDAD TOTAL del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de la esta  sentencia.
Resultando innecesario el estudio de los restantes argumentos contenidos en los conceptos de impugnación, toda vez que cualquiera que fuese su resultado no cambiaría el sentido del presente fallo, ni obtendría un mayor beneficio al ya alcanzado del acto impugnado. 

Tiene sustento el criterio establecido en la Jurisprudencia Registro: 193430, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: I.2o.A. J/23, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo X, Agosto de 1999, página 647, que dice: 

“CONCEPTOS DE ANULACION. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.”

Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan; debiendo informar sobre su cumplimiento, en su oportunidad procesal.
Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de  Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y  de los numerales  249, 250 fracciones I y II,  251,  252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado, es de resolverse y se,

R  E  S  U  E  L  V  E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia la NULIDAD TOTAL del mismo, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de la presente sentencia.
TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-rubricas.-
	Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

